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Sánchez Ramos, Juez Ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de abril de 2021. 

El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”), por la vía sumaria, 

declaró sin lugar una demanda por despido injustificado, al razonar 

que una empleada de una aseguradora no había cumplido con una 

directriz de hacer disponible al público cierta información antes de 

determinada fecha.  Según se explica en detalle a continuación, 

concluimos que erró el TPI al disponer del caso por la vía sumaria, 

pues subsisten varias controversias sobre hechos medulares, las 

cuales únicamente pueden adjudicarse luego del correspondiente 

juicio. 

I. 

 En noviembre de 2019, la Sa. Vanessa Ortiz Rodríguez (la 

“Empleada” o “Apelante”) presentó la acción de referencia, sobre 

despido Injustificado (la “Querella”), en contra de MCS Healthcare 

Holdings, LLC (el “Patrono” o “MCS”).  Alegó que fue despedida 

injustamente luego de trabajar para dicha empresa por catorce (14) 



 
 

 
KLAN202100064 

 

2 

años como Directora de Diseño Web y Redes Sociales.  Sostuvo que 

no se le dio una explicación que justificara su despido, y que el 

mismo fue arbitrario, caprichoso e ilegal.   

 MCS contestó la Querella; negó las alegaciones de la 

Empleada y sostuvo que el despido respondió a que la Empleada no 

había “subido” (uploaded) a la página web de MCS, de forma 

oportuna, unos documentos1 correspondientes a la campaña de 

ventas de los productos del plan médico para el año 2020 (los 

“Documentos”).   

MCS alegó que la Empleada conocía que, bajo la 

reglamentación federal aplicable2, los Documentos tenían que estar 

disponibles y accesibles en su página web para las 12:01 a.m. del 

15 de octubre.  Sin embargo, la Empleada no cumplió con lo 

requerido pues, a la hora y fecha indicada, no se habían publicado 

en la página web la totalidad de los Documentos.  Por lo tanto, MCS 

sostuvo que el despido respondió a su “interés de preservar el buen 

funcionamiento de su establecimiento, el cual se vio afectado por el 

incumplimiento grave”3 de la Empleada. 

 Luego de varios trámites procesales, MCS presentó una 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria (la “Moción”); arguyó que no 

existía controversia en cuanto a la justificación del despido de la 

Empleada, ya que no había controversia sobre el hecho de que ella 

había incumplido con una función esencial de su puesto.  Además, 

señaló que no existía controversia en cuanto a la claridad de las 

instrucciones impartidas a la Empleada sobre el momento de 

publicación de los Documentos en la página web.   

MCS también sostuvo que la Empleada había ocasionado que 

la empresa estuviese expuesta a multas y sanciones por su supuesto 

 
1 Resumen de Beneficios o “Summary of Benefits” (SOB), la Notificación Anual de 
Cambios o “Annual Notice of Change” (ANOC), y la Evidencia de Cubierta o 

“Evidence of Coverage” (EOC).  
2 42 CFR sec. 422.111(b) y (d)(2).  
3 Defensa afirmativa núm. 14 de la Contestación a Querella.  
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incumplimiento regulatorio, con las correspondientes implicaciones 

operacionales y económicas que ello conllevaría.  También alegó que 

las acciones de la Empleada colocaron a MCS en una situación de 

desventaja en un mercado altamente reglamentado y competitivo.  

 Por su parte, la Empleada se opuso a la Moción; planteó que 

su despido fue injustificado y desproporcionado, pues no había 

estado sujeta a acciones disciplinarias previas y tuvo evaluaciones 

anuales que demostraban un desempeño de calidad y excelencia.  

Además, arguyó que la reglamentación federal no requiere que los 

Documentos estuviesen publicados a la medianoche del 14 de 

octubre, sino que estén disponibles en algún momento del 15 de 

octubre, con lo cual ella cumplió.  La Empleada resaltó que, para la 

noche del 14 de octubre, ya habían trabajado el 70% de los 

Documentos, y que ella instruyó a su equipo de trabajo a tomar un 

descanso para publicar el resto de los documentos al día siguiente.4  

Sostuvo que, en cumplimiento con la reglamentación federal, todos 

los Documentos quedaron publicados en la página web antes de las 

2:00 p.m. del 15 de octubre.  La Empleada también enfatizó el hecho 

de que MCS no fue multada ni tuvo pérdidas económicas por lo 

sucedido.  

 El 28 de enero de 2021, y luego de las partes presentar otros 

escritos5 sobre el mismo asunto, el TPI notificó una Sentencia (la 

“Sentencia”), mediante la cual declaró sin lugar la Querella.  En la 

misma, el TPI determinó que no había controversia sobre los 

siguientes hechos:  

[…] 

7) La querellante realizaba dicha actualización de la 
página de internet de MCS Advantage (Classicare) desde 
el 2015. 

 
4 La Empleada adujo que la decisión se basó en que su equipo de trabajo estaba 
muy cansado, ello porque llevaba trabajando varias semanas, incluyendo fines de 

semana y días feriados, para alcanzar la meta.   
5 Réplica a Oposición a Moción de Sentencia Sumaria y Dúplica a Réplica a 
Oposición a Moción de Sentencia Sumaria presentada por el Patrono Querellado.  
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[…] 

17) El 22 de agosto de 2019, la señora Ortiz envía correo 

electrónico dirigido a la Sra. Ineabelle López Beltrán 
(señora López), en respuesta a una comunicación de 

esta, donde la querellante manifiesta que “va coordinar 
una reunión en conjunto con Cumplimiento para poder 
establecer la estrategia que quieran llevar a cabo.” Esto 

en respuesta a lo manifestado por la señora López que 
indicó “[T]e copio de este correo, ya que hay una 
estrategia de Ventas para que los documentos se posten 
lo más tarde posible.” 

18) Ese mismo 22 de agosto de 2019, la querellante 
envía correo electrónico citando una reunión indicando 
que el propósito de dicha reunión “es poder decidir a 

nivel organizacional la estrategia para la publicación del 
contenido en el portal el 1 o 15 de octubre en el portal 

de MCS Classicare.” 

[…] 

20) De estos correos electrónicos se desprende que se 

estaría realizando una nueva estrategia para la 
publicación del portal de internet donde se esperaría 
hasta el último momento permitido por la regulación 

para realizar la publicación.  

[…] 

26) El 9 de septiembre de 2019 la querellante envía 
correo electrónico […] reiterando plan para la 
publicación del portal. 

27) Según este plan:  

 […] 

• “14 de octubre – se subirán al portal los 
documentos mandatorios que ya estén 
previamente aprobados por CMS y enviados en 
cumplimiento con 508 por el área de Desarrollo de 
Productos. Como SB, EOC, ANOC, Formulario de 
Medicamentos y anejos.” 

[…] 

37) El 14 de octubre de 2019 a las 9:48am, la 
querellante envía correo electrónico […] sostuvo que la 
fecha de publicación por regulación era el 14 de octubre 

de 2019 […]. 

[…] 

40) El 15 de octubre de 2019 a las 10:04am, la Sra. 
Maite Morales, Principal Oficial de Cumplimiento de 
MCS, envía correo electrónico dirigido a la Querellante 

y a sus superiores indicando “ESTOY EN NUESTRO 
WEBSITE Y NO VEO TODOS LOS MATERIALES 
MANDATORIOS ARRIBA. TENIAN QUE ESTAR HOY A 
LAS 12:01AM. NECESITO LOS SUBAN TODOS EN LA 
PRÓXIMA MEDIA HORA. ESTAMOS EN 
INCUMPLIMIENTO!!!!”. 

[…] 

42) El 15 de octubre de 2019 a las 10:42am Maite 
Morales, Principal Oficial de Cumplimiento de MCS […] 
envía correo electrónico dirigido a la Querellante y a sus 
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superiores indicando “Esta regla ha sido la misma 
siempre. Y no ha cambiado. Somos el único plan 
Nationwide que no tiene nada. Si ella tenía dudas de 
interpretación nos tenía que dejar saber”. 

43) El 15 de octubre de 2019 a las 11:35am, la Sra. Isis 
Pastrana, Vicepresidente de Cumplimiento, envía 
correo electrónico indicando “El acuerdo fue subir la 
información el 14 de octubre. Esto se discutió en reunión 
como en varios correos electrónicos”.  

44) El 15 de octubre de 2019 a las 2:51pm, la 
querellante envía correo electrónico notificando que 

había culminado la publicación de los documentos en 
el portal, indicando, por primera vez, que entendía que 
tenía hasta el 15 de octubre para hacer la publicación y 

pidiendo excusas por cualquier inconveniente que la 
situación hubiera causado.  

[…] 

47) La señora Ortiz nunca fue parte del Departamento 
de Cumplimiento, por lo que no tiene el “expertise” para 

determinar cómo ni cuándo se cumple con la 
reglamentación federal que rige a MCS Advantage.  

[…] 

49) La publicación en la fecha y hora establecida en el 
MCMG es un requisito específico regulatorio de CMS y 

el no cumplir con el mismo expone a la organización a 
serias acciones de cumplimiento (compliance actions) 
por parte de la agencia federal encargada de la 

administración del programa Medicare, que van desde 
un Notice of Non Compliance a posibles sanciones 

monetarias. Estas acciones de incumplimiento a su vez 
tenían el potencial de impactar la puntuación de una de 
las métricas que forman parte de las Medidas de las 

Estrellas y el Past Performance Cycle Score que CMS 
utiliza cuando el plan quiere solicitar contratos nuevos, 

participar de proyectos modelos nuevos o expandir en 
otra área de servicios. 

[…]  

 El TPI reconoció que la Empleada tuvo evaluaciones anuales 

buenas, y que no incurrió en un patrón de conducta impropia, 

desempeño deficiente o violación reiterada de las normas.  Sin 

embargo, determinó que no existía controversia en cuanto a que su 

despido estuvo justificado.   

El TPI determinó que la Empleada incumplió con la 

reglamentación federal aplicable al no desempeñar efectivamente el 

plan establecido para la publicación de los Documentos en la página 

web de MCS.  Señaló que “[l]a acción de la querellante al incumplir 

con dicho plan afectó el normal funcionamiento de la empresa y 
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expuso a MCS al riesgo de ser multada o sancionada por la CMS así 

como a daños económicos.”6  Asimismo, dispuso que las acciones de 

la Empleada laceraron la confianza de MCS y constituyeron una 

conducta impropia de tal gravedad que afectó el normal y buen 

funcionamiento de la empresa.  Por lo tanto, determinó que el 

despido de la Empleada estuvo justificado y que no fue arbitrario, 

caprichoso ni ilegal.   

El 1 de febrero, la Empleada presentó el recurso que nos 

ocupa, en el cual formula los siguientes señalamientos de error:  

Erró el TPI al interpretar las guías federales aplicables 
a la controversia en contra de la letra clara de sus 

disposiciones, y fundamentar el despido de la apelante 
en dicha interpretación contraria a derecho.  

Erró el TPI al determinar hechos que fueron 

controvertidos por la apelante con prueba admisible 
conforme a la Regla 36.3(b)(2) de Procedimiento Civil. 

Erró el TPI al no examinar los hechos y el expediente de 
la manera más favorable a la apelante.  

Erró el TPI al aplicar incorrectamente el derecho y 

concluir que una primera falta, a la luz de los hechos y 
el expediente del caso, justificaba la acción drástica del 
despido.   

A principios de marzo, MCS presentó su alegato en oposición.  

Reiteró que el despido de la Empleada estuvo justificado, por ella 

haber incumplido con una función esencial de su puesto.  Sostuvo 

que la interpretación de la Empleada de lo requerido por la 

reglamentación federal no excluye las instrucciones claras que se le 

impartieron, cuyo incumplimiento justifica su despido.  Resolvemos. 

II.  

El mecanismo de sentencia sumaria procura, ante todo, 

aligerar la tramitación de aquellos casos en los cuales no existe una 

controversia de hechos real y sustancial que exija la celebración de 

un juicio en su fondo. Véase Rodríguez García v. Univ. Carlos Albizu, 

200 DPR 929 (2018); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200 (2010). 

 
6 Página 33 de la Sentencia.  
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La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. R. 36, rige 

el proceso mediante el cual una parte puede solicitar al tribunal que 

dicte sentencia sumaria a su favor.  La parte que lo solicite deberá 

demostrar “la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier parte de la 

reclamación”.  32 LPRA Ap. V. R. 36.1 y 36.2.  

La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, detalla el 

procedimiento que deben seguir las partes al momento de solicitar 

que se dicte sentencia sumaria a su favor.  Establece que dicha 

solicitud deberá incluir: (1) una exposición breve de las alegaciones 

de las partes; (2) los asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa 

de acción, reclamación o parte respecto a la cual es solicitada la 

sentencia sumaria; (4) una relación concisa, organizada y en 

párrafos enumerados de todos los hechos esenciales y pertinentes 

sobre los cuales no hay controversia sustancial, con indicación de 

los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen estos hechos, así como 

de cualquier otro documento admisible en evidencia que se 

encuentre en el expediente del tribunal; (5) las razones por las cuales 

debe ser dictada la sentencia, argumentando el derecho aplicable, y 

(6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA Ap. V. R. 36.3.  

Presentada una solicitud de sentencia sumaria, la parte que 

se opone a la misma deberá cumplir con ciertos requisitos y deberá 

argumentar el derecho aplicable a la controversia, ya sea para que 

el pleito no sea resuelto por la vía sumaria, o para que se dicte 

sentencia sumaria a su favor.  Es decir, el hecho de que una parte 

solicite sentencia sumaria no implica que la misma debe ser resuelta 

a su favor.  Esto es así porque la sentencia sumaria “puede dictarse 

a favor o en contra del promovente, según proceda en derecho”.  
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Rodríguez García, 200 DPR a las págs. 940-941; Audiovisual Lang. 

v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 DPR 563, 575 (1997).  

El criterio rector al momento de considerar la procedencia de 

un dictamen sumario es que no haya controversia sobre los hechos 

esenciales y pertinentes, según alegados por las partes en sus 

respectivas solicitudes y/o oposiciones, y que sólo reste aplicar el 

derecho.  Véase Rodríguez García, 200 DPR a la pág. 941; Velázquez 

Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 661 (2017); Reyes Sánchez 

v. Eaton Electrical, 189 DPR 586, 594-595 (2013). 

III. 

  La Ley 80 provee un remedio para empleados, contratados 

por tiempo indeterminado, que sean despedidos sin justa causa. 

López Fantauzzi v. 100% Natural, 181 DPR 92, 107 (2011); Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 375 (2001).  Estos podrán 

reclamar a su patrono, además del sueldo devengado, una 

indemnización que será calculada usando la fórmula dispuesta en 

la Ley.  29 LPRA sec. 185a.  El propósito de dicha indemnización, 

conocida comúnmente como la mesada, es proveer una ayuda 

económica al empleado despedido para que pueda cubrir sus 

necesidades básicas durante la etapa de búsqueda de un nuevo 

empleo.  Díaz, 155 DPR a la pág. 375.   

La norma es que la legislación laboral debe interpretarse 

liberalmente a favor del empleado y la exclusión de un empleado de 

los beneficios de la misma debe constar expresamente en el texto de 

la Ley.  Romero et als. v. Cabrer Roig et als., 191 DPR 643 (2014).  

Así pues, la Ley 80 aplica a: (i) todo empleado de comercio, industria 

o cualquier otro negocio o sitio de empleo; (ii) que trabaje mediante 

remuneración de alguna clase; (iii) contratado sin tiempo 

determinado; (iv) y que haya sido despedido de su cargo sin justa 

causa.  29 LPRA sec. 185a; Romero et als., 191 DPR a la pág. 650.  

Por el contrario, la Ley 80 no aplica cuando el empleado fue 
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contratado por tiempo cierto o para un proyecto u obra determinada.  

López Fantauzzi, 181 DPR a la pág. 109.  

La Ley 80 establece una presunción de que el despido fue 

injustificado, por lo cual recaerá sobre el patrono demostrar, por 

preponderancia de la prueba, que el despido fue justificado.  Díaz, 

155 DPR a la pág. 378.  En cuanto al requisito de justa causa, el 

mismo está “vinculad[o] a la ordenada marcha y normal 

funcionamiento de la empresa en cuestión”.  Íd a la pág. 376.  El 

patrono podrá justificar el despido demostrando que existían causas 

imputables a la conducta del empleado o a aspectos económicos 

relacionados a la administración de la empresa.  Romero et als., a 

las págs. 651-652; 29 LPRA sec. 185b.  Si el patrono no logra 

demostrar que hubo justa causa para el despido, vendrá obligado a 

pagar la mesada al empleado.  

Es preciso señalar que la Ley 80 no favorece el despido como 

sanción por una primera falta.  Rivera Torres v. Pan Pepín, 161 DPR 

681, 690 (2004).  Sin embargo, ello podría estar justificado “si dicha 

acción u omisión, por su gravedad y potencial de agravio, pone en 

riesgo la seguridad, el orden o la eficacia que constituyen el 

funcionamiento del negocio”, en cuyo caso constituiría una 

imprudencia esperar a que ocurra nuevamente para despedir al 

empleado.  Íd.   

IV. 

 Concluimos que el TPI erró al dictar sentencia por la vía 

sumaria, ya que aún existen controversias fácticas que deben ser 

resueltas.  Veamos. 

En primer lugar, MCS no logró demostrar que la 

reglamentación federal exigía que la publicación de los Documentos 

en la página web se hiciera en o antes de la medianoche del 14 de 
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octubre.  El Patrono apoya su teoría en una declaración jurada7 

suscrita por una empleada que, para el tiempo de los hechos, se 

desempeñaba como Principal Oficial de Cumplimiento de MCS.  

Según surge del expediente, los Medicare Communications and 

Marketing Guidelines (MCMG), para septiembre de 2018, establecen 

que los Documentos tenían que ser publicados (“posted”) en la 

página web para el 15 de octubre.  Contrario a lo alegado por MCS, 

esta directriz no equivale necesariamente a que los Documentos 

estén disponibles desde las 12:01 am del 15 de octubre.  Lo que 

surge de las mencionadas guías es que los Documentos estén 

disponibles “para el 15 de octubre” (“[b]y October 15”).8   

Más aún, del expediente surge otra prueba, como el 

testimonio de la Empleada, que contradice la teoría de MCS.  En 

efecto, durante su deposición, la Empleada declaró que, por espacio 

de trece (13) años, había trabajado la publicación de los 

Documentos; que estaba familiarizada con la reglamentación 

federal; y que la misma requería que los Documentos fueran 

publicados en su totalidad para el 15 de octubre, sin especificidad 

sobre la hora.9  Por lo que, contrario a lo determinado por el TPI, 

aún existe controversia en cuanto a las particularidades de 

publicación exigidas por la reglamentación federal. Así pues, el 

récord no le permitía al TPI concluir, de forma incontrovertida, que 

la reglamentación federal requería la publicación de los Documentos 

para las 12:01 am del 15 de octubre.10   

En segundo lugar, también existe controversia en cuanto a la 

claridad de la supuesta instrucción impartida para el proceso de la 

publicación de los Documentos en la página web.  Durante su 

 
7 Apéndice del recurso, a las págs. 127-130. 
8 Véase Apéndice del recurso, a la pág. 89.  
9 Apéndice del recurso a las págs. 167-168, 170-171, y 179. 
10 Incluso, del expediente surge que, en el caso de los documentos que tenían que 

ser publicados al 1ro de octubre, no fue hasta la medianoche de ese día que se 

dio comienzo al proceso de publicación. Véase Apéndice del recurso, a las págs. 

116-118. 
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deposición, la Empleada declaró que hubo un acuerdo verbal de 

subir o publicar los documentos en la página web el 14 de octubre, 

para así tener disponible el día siguiente para resolver cualquier 

percance surgido en el proceso de publicación.  Declaró que, de esa 

forma, se cumplía con la reglamentación federal, la cual exigía que 

los documentos fueran publicados para el 15 de octubre.11  Del 

expediente también surgen varios correos electrónicos sobre este 

asunto que fueron intercambiados entre la Empleada y varios 

compañeros de trabajo.  Los mismos varían en cuanto a lo acordado, 

pues algunos indican que la intención era esperar hasta el 15 de 

octubre12, mientras otros señalan que se haría el 14 de octubre13.  

Por lo tanto, ante la prueba contradictoria que surge del expediente, 

el TPI estaba impedido de concluir que no había controversia sobre 

la instrucción final sobre el momento de la publicación de los 

Documentos en la página web de MCS.  

En tercer lugar, e independientemente de lo anterior (es decir, 

aun asumiendo que MCS pudiese establecer que a la Empleada se 

le instruyó que debía publicar los Documentos en o antes de la 

medianoche del 14 de octubre), estaría de todas maneras en 

controversia si, a la luz de las operaciones y negocio de MCS, dicha 

estrategia o instrucción era razonable.  Por ejemplo, tendría que 

recibirse prueba sobre si, para mantener el elemento de sorpresa 

entre los competidores, era realmente viable subir o publicar todos 

los documentos simultáneamente en un periodo corto; o si, por el 

contrario, era más razonable hacerlo poco a poco, dentro de un plazo 

mayor de tiempo, aun cuando se tuviese que eliminar el elemento 

sorpresa para los competidores.    

 
11 Íd., a la pág. 136, 169-175. 
12 Íd., a las págs. 99, 101, 133-134, 200. 
13 Íd., a las págs. 103-104, 115, 117-118 
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Al respecto, es pertinente resaltar que, según surge del 

expediente, la Empleada declaró que, a pesar de que el 14 de octubre 

de 2019 era un día feriado para los empleados de MCS, su equipo 

estaba trabajando de manera remota para lograr publicar los 

Documentos en la página web.  Incluso, el personal que la estaba 

ayudando en la encomienda se encontraba fuera de Puerto Rico.  La 

Empleada explicó que su equipo enfrentó un número de problemas14 

que imposibilitaron concluir la publicación el 14 de octubre, por lo 

que tomó la decisión de cesar labores y continuar al día siguiente.  

Dicha decisión fue tomada considerando que su equipo había estado 

trabajando constantemente con poco descanso, y que no tenían 

información adicional para seguir publicando.  Además, la 

Empleada indicó que la mayoría de la información (“más de un 

setenta porciento de todo el contenido”) había sido publicada en la 

página web el 14 de octubre.15  

Adviértase que, cuando resulta irrazonable una norma, o 

instrucción, de un patrono, no será justificado el despido de un 

empleado por haberlas violado.  Santiago v. Kodak Caribbean, Ltd., 

129 DPR 763, 776 (1992).  En este caso, el récord no permitía al TPI 

concluir, de forma incontrovertida, que era razonable la supuesta 

instrucción (de haberse impartido) a la Empleada, cuya violación se 

alega provocó su despido.  

Por último, aun de establecerse que la instrucción se impartió 

como expone el Patrono, y aun de concluirse que la misma era 

razonable a la luz de las operaciones comerciales de MCS, restaría 

determinar si el despido era la sanción apropiada a la Empleada en 

estas circunstancias.  De forma alguna el récord le permitía al TPI 

concluir, como hecho incontrovertido, que el despido de la Empleada 

 
14 Íd., a las págs. 124-125. 
15 Íd., a las págs. 176-177. 
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fue una sanción disciplinaria proporcional a la infracción que MCS 

alega fue cometida. 

La norma es que la Ley 80 no favorece el despido como sanción 

por una primera falta, por lo que sólo estaría justificado “si dicha 

acción u omisión, por su gravedad y potencial de agravio, pone en 

riesgo la seguridad, el orden o la eficacia que constituyen el 

funcionamiento del negocio”.  Rivera Torres, 161 DPR a la pág. 690.   

El récord está totalmente huérfano de prueba alguna que 

sostenga cómo las operaciones de MCS se vieron afectadas por el 

supuesto incumplimiento de la Empleada.  Aunque el Patrono 

sostiene que la omisión de la Empleada pudo exponer a MCS a 

posibles multas o sanciones, la realidad es que no se alegó (ni probó) 

que ello en efecto ocurrió, ni tampoco que existe riesgo sustancial 

alguno que ello podría todavía ocurrir.  Nuestra conclusión se 

fortalece al advertirse que no hay controversia sobre el hecho de que 

se trataría de una primera infracción y de que la Empleada, durante 

sus casi quince años de servicio, y según las propias evaluaciones 

del Patrono, ha tenido un desempeño que ha cumplido o 

sobrepasado las expectativas de su puesto. 

Así pues, luego del correspondiente juicio, y aun de probarse 

lo alegado por MCS (que hubo una instrucción clara, que la misma 

era razonable, y que esta no se cumplió por razones atribuibles a 

alguna omisión negligente de la Empleada), habría que determinar 

si era razonable el despido como medida correctiva para una primera 

infracción en el contexto del historial de desempeño de la Empleada. 

En vista de todo lo anterior, concluimos que el récord no le 

permitía al TPI adjudicar, por la vía sumaria, la Querella.  En vez, el 

TPI deberá celebrar el correspondiente juicio y, a la luz de la prueba 

que aporten las partes, resolver las controversias indicadas.  
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V.  

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada y se devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia para 

la continuación de los procedimientos de forma compatible, y de 

conformidad, con lo aquí resuelto y dispuesto.   

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                          

       Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


